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L
a organización por España de los
magnos acontecimientos del 92
(la exposición universal de Sevi-
lla, los juegos olímpicos de Barce-

lona y la capitalidad europea de Madrid)
fue precedida de muchas normas que po-
sibilitaron su exitosa celebración. Algu-
nas de esas normas tuvieron por objeto
incentivar la entrada de capitales extran-
jeros y, entre ellas, la Ley de Presupuestos
para 1991 y la Ley 17/1991, de Medidas
Fiscales Urgentes que, entre otras dispo-
siciones, establecieron la no tributación
en España de los intereses e incrementos
de patrimonio derivados de nuestra
deuda pública, cualquiera que fuera la re-
sidencia del inversor, así como de los ob-
tenidos en España por residentes de la
Comunidad Económica Europea (CEE).
Sin embargo, esta no tributación no iba a
ser de aplicación a los rendimientos e in-
crementos de patrimonio obtenidos a tra-
vés de los países o territorios que se de-
terminaran reglamentariamente como pa-
raísos fiscales.

Para dar cumplimiento a estas normas se
promulgó el Real Decreto 1080/1991, que
optó por publicar una lista con 48 países o
territorios calificados para España como
paraísos fiscales, en vez de definir un paraí-
so fiscal por referencia a determinados pa-
rámetros de tributación. Este Real Decreto
dispuso, además, que aquellos países y te-
rritorios incluidos en la lista que firmaran
con España un acuerdo de intercambio de
información en materia tributaria o un
convenio para evitar la doble imposición
con cláusula de intercambio de informa-
ción dejarían de tener la consideración de
paraíso fiscal en el momento en que dicho
convenio o acuerdo entrase en vigor.

Con el tiempo se han hecho famosas
otras listas de paraísos fiscales, entre ellas

las que publica la OCDE. La cada vez mejor
coordinada lucha contra el blanqueo de ca-
pitales, la necesidad de la implantación ge-
neralizada de la Directiva 2003/48/CE
sobre fiscalidad de los rendimientos del
ahorro en forma de intereses y la reciente
crisis de los mercados financieros han acen-
tuado la presión de los países más desarro-
llados sobre los paraísos fiscales, lo que ha

propiciado la firma por estos de un mínimo
de acuerdos de intercambio de información
como vía para salir de esas listas.

Así, han firmado este tipo de acuerdos
con España algunos de los países y territo-
rios que están en la lista del Real Decreto
de 1991, por lo que podría pensarse que
han dejado de ser considerados como pa-
raísos fiscales a efectos de la legislación
tributaria española, pero la solución no es
tan sencilla. En noviembre de 2006 la ley
de Medidas para la Prevención del Fraude
Fiscal dispuso que “dejarán de tener la
consideración de paraíso fiscal aquellos
países o territorios que firmen con España

un convenio para evitar la doble imposi-
ción internacional con cláusula de inter-
cambio de información o un acuerdo de
intercambio de información en materia
tributaria en el que expresamente se esta-
blezca que dejan de tener dicha considera-
ción, desde el momento en que estos con-
venios o acuerdos se apliquen.”

España ha firmado un convenio para
evitar la doble imposición internacional
con cláusula de intercambio de informa-
ción con cuatro de los 48 países de la lista,
Emiratos Árabes Unidos, Jamaica, Malta y
Trinidad y Tobago, que directamente han
dejado de ser paraísos fiscales. En cuanto
a los acuerdos de intercambio de informa-
ción, podemos diferenciar dos tipos bási-
cos: el de intercambio de información en
materia tributaria y el de intercambio de
información sobre los rendimientos del
ahorro en forma de intereses. Los firma-
dos por España que corresponden al pri-
mer grupo sí incluyen una mención expre-
sa que establece que el país o territorio en
cuestión dejará de considerarse un paraíso
fiscal en la fecha de su entrada en vigor; es
el caso de Andorra, Antillas neerlandesas y
Aruba que, por tanto, también han dejado
de ser paraísos fiscales para España. Sin
embargo, ninguno de los acuerdos de in-
tercambio de información sobre los rendi-
mientos del ahorro en forma de intereses
firmados por España incluye tal mención.

De esta manera, mientras que la OCDE
ha reducido considerablemente su lista de
paraísos fiscales, de la lista española solo
han desaparecido siete, habiéndose inicia-
do negociaciones, entre otros, con Gibral-
tar y las Bahamas. Un caso curioso es el de
Chipre, país que forma parte de la Unión
Europea y ha salido de la lista negra de la
OCDE, pero que sigue siendo formalmente
un paraíso fiscal para España.

H
emos tenido un año
legislativo intenso
desde todos los pun-
tos de vista pero es-

pecialmente en relación al pro-
ceso para la aprobación defini-
tiva –esta semana– de la nueva
ley que establece nuevas medi-
das en la lucha contra la moro-
sidad en las operaciones co-
merciales.

El Grupo Parlamentario So-
cialista, ha venido defendiendo
como principio general de regu-
lación de la actividad comercial
la libertad contractual entre las
empresas y la autonomía de la

voluntad de las partes, porque
creemos que es el mecanismo
que menos distorsiona la activi-
dad económica, principios que
se encuentran en la inmensa
mayoría de las legislaciones co-
merciales de la Unión Europea
y previsiblemente en el conteni-
do de la futura Directiva sobre
morosidad.

A lo largo de la tramitación
de la proposición de ley en el
Congreso y en el Senado las
enmiendas que hemos presen-
tado han ido en la línea de
mejorar el texto original pre-
sentado por CiU, garantizando
una mayor seguridad jurídica
a los operadores y dando una
mayor coherencia a la legisla-
ción que se pretende aprobar y
muy especialmente, buscando
una efectiva protección para
las pymes y los autónomos que
son los operadores más vulne-
rables.

Muy a pesar de los partidos
de la oposición, especialmente
del Partido Popular, nuestro
grupo parlamentario ha sido el
autor de, todos los preceptos
que regulan la morosidad en las

Administraciones públicas
–como ya se planteaba en el bo-
rrador de la Ley de Economía
Sostenible–, de los preceptos
que mejoran la consideración
de las cláusulas abusivas, de los
que establecen la indemniza-
ción por los costes de cobro, de
los que incorporan la promo-
ción de los códigos de buenas
prácticas y que promueven la
resolución de conflictos a través
de la mediación y el arbitraje.

Ha sido el Grupo Socialista el
que introdujo en esta Cámara el
debate sobre la cadena agroali-
mentaria exigiendo una mayor
protección para los pequeños y
medianos agricultores que con-
dujo a toda la nueva disposición
adicional.

Y hemos sido nosotros los que
sugerimos la necesidad de in-

corporar en las cuentas anuales
la información de plazos de
pago a proveedores dentro del
nuevo sistema de garantías para
que esta ley sea aplicable, eficaz
y contundente.

Y sin embargo, no hemos
sido los que han introducido
enmiendas que vienen a favo-
recer a las grandes empresas,
por un lado con el café para
todos en contra del principio
de discriminación positiva
para las pymes y autónomos, o
por otro excluyendo de su
aplicación al sector editorial
–que su desarrollo posible-
mente beneficie a determina-
das empresas– o dilatando los
plazos para su aplicación
como en el caso de las grandes
constructoras entre algunos
ejemplos.

Puede haber asuntos pendien-
tes, sin duda, y por ello, vamos a
hacer un verdadero seguimiento
para conocer su grado de aplica-
ción y estimular aquellas mejo-
ras que sean necesarias para
erradicar de una vez lo que
hemos calificado como la cultu-
ra de la morosidad.

Parece pero no es...

Ventas de
la banca

L
a racionalización del mapa finan-
ciero ofrece una preocupación
común: mejorar la eficiencia, redu-
cir los costes de operación y ser

más competitivos. Para conseguirlo, se
deben derivar operaciones de las oficinas a
otros canales que las entidades tienen,
como cajeros automáticos, banca electróni-
ca o call center. Por ello, comparando los
costes de los canales, cada euro en el que
incurren las oficinas equivaldría a 0,54 en
los cajeros y 0,10 en la banca electrónica.

Pero, ¿quién determina la importancia
que tiene cada uno de ellos? Indudable-
mente, los clientes. Últimamente se han
reducido las visitas a las oficinas e incre-
mentado los canales alternativos. Aún así,
según el estudio European Customer Servi-
ce Experience de Fujitsu, el 70% de los
clientes considera la oficina el canal priori-
tario aunque, paradójicamente, sea el más
visitado el cajero automático. La banca
electrónica sigue experimentando un incre-
mento en su uso, aunque en España es
menor que en otros países.

Las entidades necesitan urgentemente
flexibilidad e interoperabilidad. Un cliente
debe poder buscar un crédito o abrir una

cuenta en internet,
hacer consultas por
la banca telefónica y
materializarlo en la
oficina. Pero se si-
guen detectando ca-
rencias en la utiliza-
ción de los canales
de venta, no sólo por
la falta de sincroni-
zación sino también
por las barreras que
existen, ocasionadas
por restricciones re-
gulatorias del país o
incluso por choques
culturales.

Las entidades
deben tener una vi-
sión única de sus
clientes, caracteri-
zarlos y considerar

todos los vínculos con su entorno, para
presentarles una completa oferta persona-
lizada. Este planteamiento es la base de la
estrategia right channeling. Para su éxito,
la banca debe apostar por compañías tec-
nológicas globales, con soluciones y cober-
tura extremo a extremo y que tengan un
modelo de integración y delivery de servi-
cios que permita soportar eficientemente
todo su negocio. Juntos deberemos conse-
guir que los canales funcionen como un
único punto entre cliente y la entidad.

La clave: apostar por la innovación tec-
nológica para evolucionar los canales de
venta, mejorar los costes, la eficiencia y
ser más competitivos. Un ejemplo son los
cajeros automáticos. Han pasado de ser
máquinas dispensadoras de efectivo a
convertirse en un canal de venta de servi-
cios financieros integrados. Nos sentimos
orgullosos de ser parte de este avance,
acercando la innovación de Japón, donde
somos el principal productor, a las entida-
des españolas (Japón, además de tener el
mayor volumen de cajeros por densidad
de población es un ejemplo de avance en
el uso de la tecnología).

OCDE y España: distintas
listas de paraísos fiscales

Mientras que la OCDE ha
reducido considerablemente
su lista de paraísos fiscales,
de la lista española sólo han
desaparecido siete países

El PSOE ha defendido
como principio general
la libertad contractual
entre las empresas

Las
entidades
deben tener
una visión
única de
sus clientes,
caracteri-
zarlos y
considerar
todos los
vínculos de
su entorno”
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